
INFORME LEGISLATIVO  
SEGUNDO SEMESTRE 2021
En primer lugar, se hará un repaso de toda la normativa nacional del segundo semestre de 2021 que, de una u otra manera, ha tenido incidencia en la discapacidad, y se dedicará también un apartado a la normativa generada a raíz de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19 que comenzó el año pasado. En segundo término, se hará un repaso a la normativa a nivel europeo.

Reseñar que, tras su aprobación y publicación en el BOE el mes de junio, el pasado 3 de septiembre de 2021 entró en vigor la LEY 8/2021, DE 2 DE JUNIO, POR LA QUE SE REFORMA LA LEGISLACIÓN CIVIL Y PROCESAL PARA EL APOYO A LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL EJERCICIO DE SU CAPACIDAD JURÍDICA, con la que se elimina la incapacitación judicial y se regulariza un modelo que reconoce la capacidad de decidir de todos los ciudadanos contando con un sistema de apoyos.  
I. NORMATIVA ESTATAL
1. ASUNTOS SOCIALES 
El Consejo de Ministros de 3 de diciembre aprobó la ESTRATEGIA DE SALUD MENTAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SALUD 2022-2026, que tiene el objetivo de servir como herramienta para mejorar la salud mental de la población, atender de forma integral a las personas con problemas de salud mental desde una perspectiva de derechos humanos, apoyando a sus familias y promoviendo un modelo de atención integral y comunitarios que favorezca la recuperación e inclusión social.
En cuanto a las normas estatales de este periodo relevantes en materia de asuntos sociales mencionar:
1.1. LEY 19/2021, DE 20 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE ESTABLECE EL INGRESO MÍNIMO VITAL.  EL pasado 16 de diciembre, el Congreso de los Diputados aprobaba definitivamente la Ley del Ingreso Mínimo Vital (IMV). De esta forma, la norma concluía el trámite parlamentario, garantizando así la seguridad jurídica de esta figura, pues hasta ahora se regía por el Real Decreto-ley 20/2020.  La ley entró en vigor el 1 de enero de 2022.  En el trámite parlamentario, se han introducido mejoras que se aplicarán a partir de su entrada en vigor. Una de ellas es el complemento de ayuda a la infancia, que llegará a los beneficiarios de la prestación con menores a cargo, pero también a otras familias de rentas bajas, ya que se elevarán los umbrales de renta garantizada y patrimonio establecidos para cada tipología de hogar. Además, se han introducido mejoras para ampliar la cobertura de colectivos especialmente vulnerables, como los jóvenes que han estado bajo la tutela de las entidades públicas. 
1.2. REAL DECRETO-LEY 24/2021, DE 2 DE NOVIEMBRE, DE TRANSPOSICIÓN DE DIVERSAS DIRECTIVAS, que ha modificado el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, introduciendo como nueva infracción administrativa en materia de defensa de los consumidores y usuarios “la negativa a aceptar el pago en efectivo como medio de pago dentro de los límites establecidos por la normativa tributaria y de prevención y lucha contra el fraude fiscal”. Con esta decisión, se avanza en el blindaje del efectivo como medio de pago universal y también en la protección de la libertad del consumidor, que cuenta con cobertura legal para elegir entre utilizar el efectivo o los medios electrónicos, sin imposiciones unilaterales. El Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (CERMI) ha saludado que sea obligatorio legalmente aceptar dinero en efectivo en todo tipo de transacciones, ya que así se protege a los consumidores vulnerables, entre ellos, a las personas con discapacidad y mayores.  
1.3. REAL DECRETO-LEY 23/2021, DE 26 DE OCTUBRE, DE MEDIDAS URGENTES EN MATERIA DE ENERGÍA PARA LA PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES Y LA INTRODUCCIÓN DE TRANSPARENCIA EN LOS MERCADOS MAYORISTA Y MINORISTA DE ELECTRICIDAD Y GAS NATURAL. Esta norma establece una serie de medidas para la protección de los consumidores y sobre la introducción de transparencia en los mercados mayorista y minorista de electricidad y gas natural. Así, entre otras medidas, se procede a incrementar, hasta el 31 de marzo de 2022, los descuentos del bono social eléctrico desde el 40 hasta el 70% para los consumidores vulnerables severos y desde el 25 al 60 % en los consumidores vulnerables.  
1.4. REAL DECRETO-LEY 17/2021, DE 14 DE SEPTIEMBRE, DE MEDIDAS URGENTES PARA MITIGAR EL IMPACTO DE LA ESCALADA DE PRECIOS DEL GAS NATURAL EN LOS MERCADOS MINORISTAS DE GAS Y ELECTRICIDAD.  El 16 de septiembre de 2021 entró en vigor esta norma, que contiene una batería de medidas en diferentes ámbitos dirigidas a contener la escalada del precio de la electricidad en el mercado mayorista ibérico y a paliar sus efectos en los colectivos más vulnerables. Entre ellas destaca, el establecimiento de un período de 6 meses durante el cual el suministro de los consumidores vulnerables no puede ser interrumpido (denominado “suministro mínimo vital”), que se inicia a los 4 meses de la primera notificación de impago.
1.5. REAL DECRETO 1101/2021, DE 10 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA LA CONCESIÓN DIRECTA DE SUBVENCIONES A ENTIDADES DEL TERCER SECTOR PARA PROYECTOS DE INNOVACIÓN E INVESTIGACIÓN ORIENTADOS A LA MODERNIZACIÓN DE LOS SERVICIOS SOCIALES Y DE LOS MODELOS DE ATENCIÓN Y CUIDADO A PERSONAS MAYORES, A LA INFANCIA Y A PERSONAS SIN HOGAR, EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.
1.6. REAL DECRETO 1057/2021, DE 30 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE MODIFICA EL REAL DECRETO 615/2007, DE 11 DE MAYO, POR EL QUE SE REGULA LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS CUIDADORES DE LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA.  Esta modificación permite actualizar anualmente la base de cotización original de las personas cuidadoras que reducen su jornada y retribución para cuidar a una persona dependiente. También se van a beneficiar aquellas personas que, por pasar a tener la condición de cuidadores/as de personas en situación de dependencia, extinguen una situación anterior de convenio especial con la Seguridad Social y pasan a suscribir el convenio especial de cuidadores/as no profesionales de personas en situación de dependencia. El nuevo texto modifica además cómo se determina esta base de cotización original, tomando un período de referencia más amplio para su cálculo. De esta forma, se trata de garantizar la adecuación de esta base a los ingresos reales que la persona trabajadora venía percibiendo con anterioridad a la asunción de su condición de cuidador/a de persona en situación de dependencia.

1.7. REAL DECRETO 989/2021, DE 16 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA LA CONCESIÓN DIRECTA A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y A LAS CIUDADES DE CEUTA Y MELILLA DE AYUDAS PARA LA EJECUCIÓN DEL PROGRAMA DE EMISIÓN DE BONOS DIGITALES PARA COLECTIVOS VULNERABLES, EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA. Tiene por objeto regular la concesión directa, con carácter extraordinario y por razones de interés público, social y económico, de una subvención a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla, para la ejecución de un programa de emisión de bonos de conectividad digital (bonos digitales) para colectivos vulnerables, entre los que se encuentran las personas con discapacidad. El bono digital contribuirá a financiar la contratación de nuevos servicios de conexión a banda ancha o el incremento de la velocidad de los ya contratados desde una ubicación fija con una velocidad mínima de 30 Mbit por segundo en sentido descendente con la tecnología más adecuada en cada caso para personas o unidades familiares identificadas como vulnerables, según se determine por cada comunidad autónoma y las ciudades de Ceuta y Melilla. 
1.8. REAL DECRETO 938/2021, DE 26 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE REGULA LA CONCESIÓN DIRECTA DE SUBVENCIONES DEL MINISTERIO DE INCLUSIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MIGRACIONES EN EL ÁMBITO DE LA INCLUSIÓN SOCIAL, POR UN IMPORTE DE 109.787.404 EUROS, EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.  
1.9. REAL DECRETO 821/2021, DE 28 DE SEPTIEMBRE, POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS BASES REGULADORAS DE LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES PARA LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES DE INTERÉS GENERAL CONSIDERADAS DE INTERÉS SOCIAL, CORRESPONDIENTES A LA SECRETARÍA DE ESTADO DE DERECHOS SOCIALES.  
1.10. ORDEN ISM/1375/2021, DE 3 DE DICIEMBRE, POR LA QUE SE DESARROLLA EL REGISTRO DE MEDIADORES SOCIALES DEL INGRESO MÍNIMO VITAL. Esta orden tiene por objeto desarrollar la estructura, funciones y procedimiento de inscripción del Registro de Mediadores Sociales del Ingreso Mínimo Vital, previsto en la disposición transitoria octava del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo.
1.11. ORDEN DSA/1199/2021, DE 4 DE NOVIEMBRE, POR LA QUE SE ESTABLECEN LAS BASES REGULADORAS Y SE CONVOCAN SUBVENCIONES PARA LA REALIZACIÓN DE PROYECTOS DE INNOVACIÓN EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE LA INSTITUCIONALIZACIÓN, DESINSTITUCIONALIZACIÓN Y DESARROLLO DE SERVICIOS DE APOYO COMUNITARIOS EN EL ÁMBITO DE LOS CUIDADOS DE LARGA DURACIÓN, VINCULADOS CON EL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.  
1.12. RESOLUCIÓN DE 12 DE NOVIEMBRE DE 2021, DE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE DERECHOS SOCIALES, POR LA QUE SE PUBLICA EL ACUERDO DEL CONSEJO TERRITORIAL DE SERVICIOS SOCIALES Y DEL SISTEMA PARA LA AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA, POR EL QUE SE AUTORIZA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL ENTRE LA COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y CIUDADES DE CEUTA Y MELILLA, DEL CRÉDITO DESTINADO A SUBVENCIONAR PROGRAMAS DE INTERÉS GENERAL CONSIDERADOS DE INTERÉS SOCIAL CON CARGO A LA ASIGNACIÓN TRIBUTARIA DEL 0,7 POR 100 DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS Y DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES, PARA EL AÑO 2021.  
1.13. EXTRACTO DE LA RESOLUCIÓN DE 22 DE OCTUBRE DE 2021, DE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE DERECHOS SOCIALES, POR LA QUE SE CONVOCAN SUBVENCIONES PARA LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES DE INTERÉS GENERAL CONSIDERADAS DE INTERÉS SOCIAL, CORRESPONDIENTES A LA SECRETARÍA DE ESTADO DE DERECHOS SOCIALES. 
1.14. EXTRACTO DE LA RESOLUCIÓN DE 4 DE OCTUBRE DE 2021, DEL INSTITUTO DE MAYORES Y SERVICIOS SOCIALES, POR LA QUE SE CONVOCA LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES SOMETIDAS AL RÉGIMEN GENERAL DE SUBVENCIONES DEL IMSERSO PARA LAS ACTUACIONES DE TURISMO Y TERMALISMO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD DURANTE EL AÑO 2021.    
Destacar en esta materia a nivel autonómico la aprobación en:
1.15. CASTILLA Y LEÓN: LEY 5/2021, DE 14 DE SEPTIEMBRE, DEL TERCER SECTOR SOCIAL EN CASTILLA Y LEÓN Y DE MODIFICACIÓN DE LA LEY 8/2006, DE 10 DE OCTUBRE, DEL VOLUNTARIADO EN CASTILLA Y LEÓN.   
1.16. CATALUÑA. DECRETO-LEY 19/2021, DE 31 DE AGOSTO, POR EL QUE SE ADAPTA EL CÓDIGO CIVIL DE CATALUÑA A LA REFORMA DEL PROCEDIMIENTO DE MODIFICACIÓN JUDICIAL DE LA CAPACIDAD. A partir de la entrada en vigor de la reforma de la legislación procesal operada por la Ley 8/2021, de 2 de junio, mediante esta norma se establece un régimen legal adaptado a las premisas de la Convención de Nueva York que servirá para dar respuesta a los nuevos procedimientos de provisión de apoyos que se emprendan a partir de ahora en Cataluña.  
1.17. BALEARES: DECRETO-LEY 8/2021, DE 30 DE AGOSTO, POR EL QUE SE MODIFICAN EL DECRETO-LEY 10/2020, DE 12 DE JUNIO, DE PRESTACIONES SOCIALES DE CARÁCTER ECONÓMICO DE LAS ILLES BALEARS, Y EL DECRETO 84/2010, DE 25 DE JUNIO, POR EL QUE SE REGULAN LOS CRITERIOS PARA CALCULAR LA CAPACIDAD ECONÓMICA CON EL FIN DE ESTABLECER LA PARTICIPACIÓN ECONÓMICA DE LAS PERSONAS BENEFICIARIAS DE LAS PRESTACIONES ASISTENCIALES QUE FORMAN PARTE DE LA RED PÚBLICA DE ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA DE LAS ILLES BALEARS, Y PARA CONCRETAR LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS DEL SISTEMA PARA LA AUTONOMÍA Y ATENCIÓN A LA DEPENDENCIA.  
1.18. ANDALUCIA:  LEY 4/2021, DE 27 DE JULIO, DE INFANCIA Y ADOLESCENCIA DE ANDALUCÍA.    
1.19. NAVARRA:  LEY FORAL 13/2021, DE 30 DE JUNIO, DE FUNDACIONES DE NAVARRA.  

1.20. ASTURIAS: LEY 3/2021, DE 30 DE JUNIO, DE GARANTÍA DE DERECHOS Y PRESTACIONES VITALES. 
1.21. ARAGÓN: LEY 3/2021, DE 20 DE MAYO, POR LA QUE SE REGULA LA PRESTACIÓN ARAGONESA COMPLEMENTARIA DEL INGRESO MÍNIMO VITAL Y EL SERVICIO PÚBLICO ARAGONÉS DE INCLUSIÓN SOCIAL. 
1.22. MURCIA: LEY 3/2021, DE 29 DE JULIO, DE SERVICIOS SOCIALES DE LA REGIÓN DE MURCIA    

1.23. MURCIA: LEY 5/2021, DE 22 DE NOVIEMBRE, DE INCREMENTO DEL IMPORTE DE LAS PLAZAS EN LOS CONCIERTOS SOCIALES DEL SECTOR DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD  

2. COVID-19
A continuación, se hace un breve resumen de la normativa promulgada más relevante:
1.24. REAL DECRETO-LEY 30/2021, DE 23 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE ADOPTAN MEDIDAS URGENTES DE PREVENCIÓN Y CONTENCIÓN PARA HACER FRENTE A LA CRISIS SANITARIA OCASIONADA POR LA COVID-19. El Consejo de Ministros extraordinario ha aprobado este nuevo Real Decreto-ley que establece el uso obligatorio de la mascarilla en exteriores, con independencia de la distancia de seguridad.
1.25. REAL DECRETO-LEY 18/2021, DE 28 DE SEPTIEMBRE, DE MEDIDAS URGENTES PARA LA PROTECCIÓN DEL EMPLEO, LA RECUPERACIÓN ECONÓMICA Y LA MEJORA DEL MERCADO DE TRABAJO. Esta norma, con entrada en vigor el 29 de septiembre, recoge lo acordado en el VI Acuerdo Social en Defensa del Empleo, e incluye la prórroga los beneficios de los Expedientes de Regulación Temporal de Empleo (ERTE) hasta el 28 de febrero de 2022, con el objeto de extender esta medida de protección social y del empleo que se ha mostrado transcendental ante la pandemia.  
1.26. REAL DECRETO-LEY 21/2021, DE 26 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE PRORROGAN LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN SOCIAL PARA HACER FRENTE A SITUACIONES DE VULNERABILIDAD SOCIAL Y ECONÓMICA.   Algunas de las medidas contenidas en distintos RD Ley dictados para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica derivadas de la pandemia dejaban de surtir efecto el 31 de octubre de 2021, por lo que, ante la persistencia de determinadas situaciones sociales adversas en esta nueva fase de recuperación económica, resultaba necesario prorrogar su vigencia.  Mediante esta norma:

· Se prorroga hasta el 28 de febrero de 2022, algunas de las medidas adoptadas para dar cobertura a dichas situaciones de vulnerabilidad en relación con la garantía de determinados suministros y el derecho a la percepción del bono social por parte de consumidores y determinados colectivos vulnerables, establecidas en el Real Decreto-ley 8/2021, de 4 de mayo

· Se extiende hasta el 28 de febrero de 2022 las medidas establecidas en el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, ampliando hasta esa fecha la suspensión de los procedimientos de desahucio y lanzamientos en los supuestos y de acuerdo con los trámites ya establecidos, así como, en consonancia, la posibilidad hasta el 31 de marzo de 2022 de solicitar compensación por parte del arrendador o propietario recogida en el Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre

· Se extiende así la consideración como esenciales de los servicios de protección y asistencia a las víctimas de violencia de género hasta el 28 de febrero de 2022, a fin de que las Administraciones Públicas competentes sigan adoptando todas las medidas que resulten necesarias para garantizar, tanto la prestación, entre otros, de servicios acogida, de información o asesoramiento jurídico 24 horas a las víctimas de violencia género.
1.27. REAL DECRETO-LEY 13/2021, DE 24 DE JUNIO, POR EL QUE SE MODIFICAN LA LEY 2/2021, DE 29 DE MARZO, DE MEDIDAS URGENTES DE PREVENCIÓN, CONTENCIÓN Y COORDINACIÓN PARA HACER FRENTE A LA CRISIS SANITARIA OCASIONADA POR EL COVID-19, Y EL REAL DECRETO-LEY 26/2020, DE 7 DE JULIO, DE MEDIDAS DE REACTIVACIÓN ECONÓMICA PARA HACER FRENTE AL IMPACTO DEL COVID-19 EN LOS ÁMBITOS DE TRANSPORTES Y VIVIENDA. Con carácter general, dejará de ser obligatorio el uso de mascarillas en espacios al aire libre, siempre y cuando se pueda mantener una distancia mínima de, al menos 1,5 metros, entre personas, salvo grupos de convivientes. Con todo, continuará siendo obligatorio el uso de la mascarilla, por ejemplo, espacios cerrados, eventos multitudinarios o medios de transporte. No será exigible para las personas que presenten algún tipo de enfermedad o dificultad respiratoria que pueda verse agravada por el uso de la mascarilla o, por su situación de discapacidad o dependencia. 
3. EMPLEO 
1.28. LEY 
1.29.  10/2021, DE 9 DE JULIO, DE TRABAJO A DISTANCIA. Según esta regulación, se considera trabajo a distancia regular aquel que se preste, en un periodo de referencia de tres meses, un mínimo del 30% de la jornada o el porcentaje proporcional equivalente en función de la duración del contrato de empleo. Además, esta modalidad de trabajo es voluntaria y reversible tanto para la persona trabajadora como para la empleadora.  Se establece la obligación de las empresas de evitar cualquier discriminación, directa o indirecta, de los trabajadores que prestan servicios a distancia, no solo por razón de sexo, sino también por edad, antigüedad o grupo profesional o discapacidad. En este sentido, deberán asegurar la igualdad de trato y la prestación de apoyos, así como realizar los ajustes razonables que resulten procedentes.

En el caso de trabajadores con discapacidad, la empresa asegurará que los medios, equipos y herramientas para el trabajo a distancia (incluidos los digitales) sean universalmente accesibles para evitar cualquier exclusión por esta causa.

Esta norma, que ha entrado en vigor el 11 de julio, tiene su origen en el Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, de trabajo a distancia, que fue objeto de enmiendas, entre las que destaca el endurecimiento, en un 20% y con efectos desde 1 de octubre de 2021, de las sanciones impuestas por la Inspección de Trabajo.   
1.2. REAL DECRETO-LEY 32/2021, DE 28 DE DICIEMBRE, DE MEDIDAS URGENTES PARA LA REFORMA LABORAL, LA GARANTÍA DE LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO Y LA TRANSFORMACIÓN DEL MERCADO DE TRABAJO.  Modifica el Estatuto de los Trabajadores para generalizar el contrato indefinido y limitar la temporalidad. Se eliminan así los contratos de obra y servicio, los eventuales y de interinidad, permitiéndose la contratación de duración determinada solo por circunstancias de la producción y por sustitución de una persona trabajadora. Se establece, además, una nueva regulación de los contratos formativos y de los contratos fijos discontinuos.
1.3. PLAN DE ACCIÓN NACIONAL CONTRA EL TRABAJO FORZOSO: RELACIONES LABORALES OBLIGATORIAS Y OTRAS ACTIVIDADES HUMANAS FORZADAS.   Mediante Resolución de 20 de diciembre de 2021, se aprueba Este Plan de Acción Nacional que aborda el trabajo forzoso y establece los mecanismos para su erradicación como un eje fundamental para varios de los Objetivos de Desarrollo Sostenible como el trabajo decente, la construcción de sociedades justas, pacíficas e inclusivas o la igualdad de género, en cumplimiento de la Agenda 2030.
1.4. REAL DECRETO 1069/2021, DE 4 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE APRUEBA LA ESTRATEGIA ESPAÑOLA DE APOYO ACTIVO AL EMPLEO 2021-2024. La Estrategia conforma el marco estatal de referencia de los servicios públicos de empleo para diseñar y gestionar sus políticas. La nueva estrategia se centra en personas y empresas, acompañando de manera personalizada a demandantes de empleo y prestando un servicio individualizado a los y las empleadores, como nuevo planteamiento de los nuevos servicios públicos de empleo para que acompañen la transformación de modelo productivo en su transición ecológica y digital. También contempla mejorar las capacidades de los servicios públicos de empleo para que puedan prestarlos a través de nuevos canales y mejorando su accesibilidad además e impulsar la transformación digital.  
1.5. REAL DECRETO 818/2021, DE 28 DE SEPTIEMBRE, POR EL QUE SE REGULAN LOS PROGRAMAS COMUNES DE ACTIVACIÓN PARA EL EMPLEO DEL SISTEMA NACIONAL DE EMPLEO. Este Real Decreto regula de modo integral y sistematizado los programas comunes de activación para el empleo del Sistema Nacional de Empleo, estableciendo los contenidos esenciales que deben formar parte de los mismos.  La norma presta especial atención a los colectivos vulnerables, que la norma expresamente configura como objetivo de la política de empleo: «Asegurar políticas adecuadas de integración laboral dirigidas a aquellos colectivos que presenten mayores dificultades de inserción laboral, especialmente jóvenes, mujeres, personas con discapacidad y parados de larga duración, mayores de 45 años». El real decreto establece los elementos esenciales que deben tener los programas comunes para favorecer la integración de estos colectivos.  
En particular, entre otros aspectos en materia de discapacidad, cabe destacar el establecimiento de un programa de inserción laboral de personas con discapacidad en el mercado ordinario de trabajo por la que se conceden ayudas o subvenciones públicas para fomentar (i) su contratación indefinida, (ii) su tránsito desde centros especiales de empleo al mercado ordinario, (iii) la adaptación de puestos de trabajo y (iv) la realización de acciones de orientación y acompañamiento individualizado en el puesto de trabajo (Artículo 47). 
Asimismo, se desarrolla un programa de inclusión laboral de personas con discapacidad en el mercado de trabajo protegido que tiene por finalidad la creación y mantenimiento de puestos de trabajo en centros especiales de empleo mediante la concesión de subvenciones (Artículo 51). Adicionalmente, se modifica el Real Decreto 870/2007, de 2 de julio, por el que se regula el programa de empleo con apoyo como medida de fomento de empleo de personas con discapacidad en el mercado ordinario de trabajo.   
1.6. REAL DECRETO 817/2021, DE 28 DE SEPTIEMBRE, POR EL QUE SE FIJA EL SALARIO MÍNIMO INTERPROFESIONAL PARA 2021. El Consejo de Ministros ha aprobado, a propuesta del Ministerio de Trabajo y Economía Social, la subida de 15 euros hasta los 965 euros del Salario Mínimo Interprofesional (SMI). La subida se aplica con carácter retroactivo desde el 1 septiembre de 2021. 
1.7. RESOLUCIÓN DE 9 DE DICIEMBRE DE 2021, DE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE EMPLEO Y ECONOMÍA SOCIAL, POR LA QUE SE PUBLICA EL ACUERDO DE CONSEJO DE MINISTROS DE 3 DE DICIEMBRE DE 2021, POR EL QUE SE APRUEBA EL PLAN ANUAL DE POLÍTICA DE EMPLEO PARA 2021.  Este Plan concreta los objetivos a alcanzar en este año en el conjunto de España y en cada una de las distintas Comunidades Autónomas. Recoge asimismo los indicadores que se van a utilizar para valorar el grado de consecución de dichos objetivos, de forma que el Plan adquiere un carácter vertebrador en la gestión de las políticas de activación e incorpora un enfoque integrado de su planificación, ejecución y evaluación.
1.8. RESOLUCIÓN DE 29 DE NOVIEMBRE DE 2021, DE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE EMPLEO Y ECONOMÍA SOCIAL, POR LA QUE SE PUBLICA EL ACUERDO DE CONSEJO DE MINISTROS DE 16 DE NOVIEMBRE DE 2021, POR EL QUE SE APRUEBA EL PLAN ESTRATÉGICO DE LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 2021-2023. enfocado en la modernización de la Inspección de Trabajo, este Plan contempla la creación de la Oficina Estatal de Lucha Contra la Discriminación, que aboga por combatir de forma real y eficaz todo tipo de discriminación, ya sea de género, por discapacidad o condición sexual, entre otros. El Plan supone además una importante contribución al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agenda 2030, sobre todo en lo relativo al ODS 8, centrado en el trabajo decente. Pero también incide los objetivos 1 (fin de la pobreza), 3 (salud y bienestar) y 5 (igualdad de género). 
4. ASUNTOS ECONÓMICOS
1.1. LEY 22/2021, DE 28 DE DICIEMBRE, DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA EL AÑO 2022.  Los Presupuestos Generales del Estado de 2022 superaron la votación final en el Pleno del Congreso de los Diputados. De esta manera, concluyó el trámite parlamentario y las cuentas públicas quedaron aprobadas de manera definitiva, por lo que han entrado en vigor el pasado 1 de enero. 
1.2. LEY 21/2021, DE 28 DE DICIEMBRE, DE GARANTÍA DEL PODER ADQUISITIVO DE LAS PENSIONES Y DE OTRAS MEDIDAS DE REFUERZO DE LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA Y SOCIAL DEL SISTEMA PÚBLICO DE PENSIONES.  Tras culmina el trámite parlamentario, esta Ley es efectiva a partir del 1 de enero de 2022. Con esta norma, se modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y se recogen las principales recomendaciones del Pacto de Toledo en otoño de 2020. Se llama la atención sobre la Disposición adicional cuarta  (“Mejora del marco regulador del acceso a la pensión de jubilación de las personas con discapacidad”)  y la Disposición adicional quinta (“ Adaptación de la disposición adicional vigésimo quinta del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social a la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica”). 
1.3. LEY 14/2021, DE 11 DE OCTUBRE, POR LA QUE SE MODIFICA EL REAL DECRETO-LEY 17/2020, DE 5 DE MAYO, POR EL QUE SE APRUEBAN MEDIDAS DE APOYO AL SECTOR CULTURAL Y DE CARÁCTER TRIBUTARIO PARA HACER FRENTE AL IMPACTO ECONÓMICO Y SOCIAL DEL COVID-2019. Esta ley  ha modificado la Ley 49/2002, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, para incorporar a la relación de entidades sin fines de lucro que pueden acogerse a este régimen y, por tanto, que pueden tener la consideración de entidades beneficiarias del mecenazgo, a las entidades sin fines de lucro de otros Estados miembro o de otros Estados del Espacio Económico Europeo, así como a las entidades residentes en otros países que cuenten con un establecimiento permanente en España. Hasta ahora la norma sólo reconocía a las fundaciones extranjeras que contaran con una delegación inscrita en España. Quedarán en cualquier caso excluidas las entidades residentes en jurisdicciones no cooperativas en materia tributaria. La norma permite ahora equiparar a las entidades sin fines de lucro de otros países a efectos fiscales y a los donantes residentes en España realizar aportaciones a entidades sin fines de lucro semejantes aplicando los mismos incentivos.  
1.4. REAL DECRETO-LEY 12/2021, DE 24 DE JUNIO, POR EL QUE SE ADOPTAN MEDIDAS URGENTES EN EL ÁMBITO DE LA FISCALIDAD ENERGÉTICA Y EN MATERIA DE GENERACIÓN DE ENERGÍA, Y SOBRE GESTIÓN DEL CANON DE REGULACIÓN Y DE LA TARIFA DE UTILIZACIÓN DEL AGUA. La norma reduce el IVA desde el 21% al 10% desde su entrada en vigor hasta el 31 de diciembre de 2021 a los consumidores con una potencia contratada inferior a 10 kW, siempre que el precio medio aritmético del mercado mayorista de la electricidad correspondiente al mes anterior al del último día del periodo de facturación haya superado los 45 euros por MWh. Asimismo, se aplicará un 10% de IVA a los consumidores vulnerables severos y en riesgo de exclusión social (50% de los beneficiarios del bono social) hasta final de año, con independencia de su potencia contratada y del precio del mercado.   
5. ACCESIBILIDAD
El pasado mes de julio el Gobierno adoptó la CARTA DE DERECHOS DIGITALES que, sin tener carácter normativo, ofrece un marco de referencia para garantizar los derechos de la ciudadanía en la nueva realidad digital y tiene como objetivo reconocer los retos que plantea la adaptación de los derechos actuales al entorno virtual y digital. Esta Carta busca actualizar derechos ya existentes y reconocidos en textos como la Declaración de Derechos Humanos o la Constitución Española, y adaptarlos a las nuevas circunstancias de la realidad digital.  La Carta incluye seis categorías principales de derechos: derechos de libertad; derechos de igualdad; derechos de participación y de conformación del espacio público; derechos del entorno laboral y empresarial; derechos digitales en entornos específicos y derechos de garantías y eficacias.  
En cuanto a los derechos de igualdad, la Carta recoge el derecho a la igualdad y a la no discriminación en el entorno digital, el derecho de acceso a Internet y el derecho de accesibilidad universal en el entorno digital.   
Por lo que se refiere a normativa propiamente dicha, caben destacar en este periodo:
1.1. REAL DECRETO 1100/2021, DE 10 DE DICIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA LA CONCESIÓN DIRECTA DE SUBVENCIONES A LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS Y A LAS CIUDADES DE CEUTA Y MELILLA PARA EL DESARROLLO DE ACTUACIONES DE LA INVERSIÓN «NUEVOS PROYECTOS TERRITORIALES PARA ASEGURAR LA ACCESIBILIDAD UNIVERSAL A LA VIVIENDA A PERSONAS MAYORES, CON DISCAPACIDAD Y/O EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA», EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.  
1.2. ORDEN TMA/851/2021, DE 23 DE JULIO, POR LA QUE SE DESARROLLA EL DOCUMENTO TÉCNICO DE CONDICIONES BÁSICAS DE ACCESIBILIDAD Y NO DISCRIMINACIÓN PARA EL ACCESO Y LA UTILIZACIÓN DE LOS ESPACIOS PÚBLICOS URBANIZADOS. Dichas condiciones básicas derivan de la aplicación de los principios de autonomía individual, no discriminación, accesibilidad universal y diseño universal, tomando especialmente en consideración las necesidades de las personas con discapacidad, así como las vinculadas al uso de productos y servicios de apoyo. Las condiciones básicas referidas garantizarán unos espacios públicos urbanizados comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible, en los términos establecidos por este documento técnico.  
6. GÉNERO
1.5. REAL DECRETO 1042/2021, DE 23 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA LA CONCESIÓN DIRECTA DE UNA SUBVENCIÓN A LA FEDERACIÓN ESPAÑOLA DE MUNICIPIOS Y PROVINCIAS PARA LA MODERNIZACIÓN Y AMPLIACIÓN DE LOS DISPOSITIVOS DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA MACHISTA EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA
1.6. REAL DECRETO 1042/2021, DE 23 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE REGULA LA CONCESIÓN DIRECTA DE UNA SUBVENCIÓN A LA FEDERACIÓN ESPAÑOLA DE MUNICIPIOS Y PROVINCIAS PARA LA MODERNIZACIÓN Y AMPLIACIÓN DE LOS DISPOSITIVOS DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA MACHISTA EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.  
1.7. ORDEN TES/1121/2021, DE 11 DE OCTUBRE, POR LA QUE SE ESTABLECEN LAS BASES REGULADORAS PARA LA CONCESIÓN DE SUBVENCIONES PÚBLICAS, DESTINADAS A LA FINANCIACIÓN DEL "PROGRAMA DE APOYO A MUJERES EN LOS ÁMBITOS RURAL Y URBANO", EN EL MARCO DEL PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA.  
1.8. RESOLUCIÓN DE 2 DE DICIEMBRE DE 2021, DE LA SECRETARÍA DE ESTADO DE IGUALDAD Y CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO, POR LA QUE SE PUBLICA EL ACUERDO DE LA CONFERENCIA SECTORIAL DE IGUALDAD, DE 11 DE NOVIEMBRE DE 2021, RELATIVO A LA ACREDITACIÓN DE LAS SITUACIONES DE VIOLENCIA DE GÉNERO. 

1.9. RESOLUCIÓN DE 28 DE JULIO DE 2021, DE LA SUBSECRETARÍA, POR LA QUE SE PUBLICA EL ACUERDO DEL CONSEJO DE MINISTROS DE 27 DE JULIO DE 2021, POR EL QUE SE APRUEBA EL CATÁLOGO DE MEDIDAS URGENTES DEL PLAN DE MEJORA Y MODERNIZACIÓN CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO. Este conjunto de busca avanzar hacia la erradicación de las violencias estructurales contra las mujeres con la implicación del conjunto de la sociedad de forma directa. En este sentido, se proponen un conjunto de medidas encaminadas a la sensibilización de la sociedad, del entorno de las víctimas de violencia machista, buscan también detectar de forma temprana la violencia en servicios públicos de proximidad, apoyar la autonomía de las mujeres para que rompan con la violencia, proteger a los niños y las niñas frente a la violencia y reforzar la protección y la seguridad de las víctimas en riesgo.  
A nivel autonómico señalar en esta materia la aprobación en:

1.10. GALICIA: LEY 14/2021, DE 20 DE JULIO, POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY 11/2007, DE 27 DE JULIO, GALLEGA PARA LA PREVENCIÓN Y EL TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA VIOLENCIA DE GÉNERO, que incluye dentro del concepto de violencia de género la violencia vicaria.  
1.11. GALICIA: LEY 13/2021, DE 20 DE JULIO, POR LA QUE SE MODIFICA EL DECRETO LEGISLATIVO 2/2015, DE 12 DE FEBRERO, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE GALICIA EN MATERIA DE IGUALDAD, PARA GARANTIZAR LA IGUALDAD REAL ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN EL ÁMBITO UNIVERSITARIO Y DE LA INVESTIGACIÓN.  
1.12. CANARIAS: Ley 2/2021, DE 7 DE JUNIO, DE IGUALDAD SOCIAL Y NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE IDENTIDAD DE GÉNERO, EXPRESIÓN DE GÉNERO Y CARACTERÍSTICAS SEXUALES. 
7. SOSTENIBILIDAD
7.1. EXTRACTO DE LA RESOLUCIÓN DEL 17 DE SEPTIEMBRE DE 2021 DE LA SECRETARÍA DE ESTADO PARA LA AGENDA 2030, POR LA QUE SE CONVOCAN SUBVENCIONES PARA LA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES RELACIONADAS CON LA PROMOCIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE LA AGENDA 2030 PARA EL DESARROLLO SOSTENIBLE EN ESPAÑA.  
II. NORMATIVA EUROPEA
1. INTRODUCCIÓN
La Presidencia Eslovena ha tomado el testigo de Portugal, siendo el semestre inmediatamente anterior (enero-julio 2021) un excelente inicio del año, marcado por la muy esperada publicación de la Estrategia sobre los derechos de las personas con discapacidad 2021-2030. En este sentido, la Presidencia Eslovena se ha caracterizado por su promoción de la recuperación y por su impulso a la Conferencia sobre el Futuro de Europa. 
Las nuevas variantes del coronavirus y los bajos porcentajes de vacunación en algunos de los Estados Miembros han provocado que el normal proceder del proceso legislativo europeo siga sin alcanzarse, teniendo como consecuencia retrasos en los planes iniciales de algunos dosieres. Asimismo, la reorientación de los recursos para dar respuesta a la crisis socioeconómica continúa siendo significativa desde un punto de vista tanto político como legislativo, siendo la respuesta a la emergencia sanitaria todavía un tema central en los debates dentro de las instituciones. 
Este semestre se ha caracterizado por la adopción por parte de la Comisión Europea del Plan de Acción de Economía Social, que constituye todo un hito en la historia del reconocimiento de la economía social a nivel europeo. 
2. NUEVAS INICIATIVAS
2.1. Revisión del Reglamento sobre servicios aéreos
La Comisión Europea ha anunciado la revisión del Reglamento sobre servicios aéreos. Dicho Reglamento establece normas comunes para los servicios aéreos en la UE, en particular, los requisitos relativos a la licencia de explotación, la libre prestación de servicios y la posibilidad de restringirla excepcionalmente y la manera de presentar los precios a los consumidores. 

El objetivo de esta iniciativa es configurar un sector de los servicios aéreos más resiliente y sostenible, también en respuesta a la crisis de la COVID-19, y seguir garantizando la conectividad y la competencia, protegiendo los intereses de los consumidores y preservando el empleo de calidad. 
Está previsto que se lance una consulta pública en el primer trimestre de 2022, a fin de que la Comisión pueda adoptar la versión final del texto a finales del año.
2.2. Adaptación de las normas de responsabilidad a la era digital y a la inteligencia artificial.
A finales del pasado mes de junio, la Comisión Europea anunció su voluntad de proponer una Directiva en materia de responsabilidad civil, y más concretamente, acerca de la adaptación de las normas de responsabilidad a la era digital y a la inteligencia artificial. 

Actualmente, la normativa en vigor garantiza que los productores indemnicen a los consumidores por los daños ocasionados por productos defectuosos. Sin embargo, la propuesta de Directiva tiene como objetivo adaptar este marco para tener en cuenta los cambios que conlleva la transición hacia una economía circular y digital en cuanto a la responsabilidad por los daños causados por productos nuevos y reacondicionados. La iniciativa también abordará los retos que plantea la inteligencia artificial.

La voluntad de la Comisión es garantizar la seguridad jurídica y la confianza de los inversores en tecnologías emergentes, fomentando su aceptación social.

Tras abrir una fase de consulta a la hoja de ruta, la Comisión lanzó una consulta pública el pasado 18 de octubre, la cual está abierta para recibir comentarios hasta el próximo 10 de enero. La adopción por la Comisión de la propuesta de Directiva está prevista para finales del año próximo. 
3. AVANCES DE OTRAS INICIATIVAS YA EN TRAMITACIÓN
3.1. Directiva de reporte no financiero
El pasado 12 de abril, la Comisión Europea presentó su propuesta de Directiva de Reporte No Financiero, con el objeto de mejorar el flujo de información sobre sostenibilidad en el mundo empresarial. De este modo, la información sobre sostenibilidad por parte de las empresas será más coherente, de modo que las empresas, los inversores y el público en general puedan utilizar información comparable y fiable sobre sostenibilidad.

Es importante destacar que la propuesta incluye menciones expresas al empleo de personas con discapacidad. Si bien no se cita la accesibilidad, se incorpora una referencia a la inclusión, lo cual es un primer punto de conexión relevante. 

Cabe destacar que junto la propuesta de Directiva, la Comisión ha adoptado a su vez un acto delegado de taxonomía climática de la UE, para apoyar las inversiones sostenibles, aclarando qué actividades económicas contribuyen más a la consecución de los objetivos medioambientales de la UE. 

La adopción de esta Directiva ha sido incluida como una de las prioridades del Programa de Trabajo de la Comisión en 2022, por lo que se espera que sea ese finalmente el año de su aprobación. 
3.2. Reglamento (CE) n.º 1107/2006 sobre los derechos de las personas con discapacidad o movilidad reducida en el transporte aéreo

La Comisión Europea anunció que su publicación se posponía al último trimestre de 2021, pero, lamentablemente, parece que su presentación va a ser pospuesta de nuevo, pues todavía no ha sido presentada. 

Por lo general, se repiten los mismos reclamos en relación con las restricciones de los derechos a la movilidad de los pasajeros con discapacidad: líneas aéreas que deniegan el embarque aduciendo razones de seguridad; exigencia de acompañamiento de otra persona a su coste e indemnización por daños o extravío de productos de apoyo. 
3.3. Salario mínimo justo para los trabajadores de la UE

La Comisión presentó su propuesta de Directiva a finales del pasado año (Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre unos salarios mínimos adecuados en la Unión Europea) y desde entonces, se han sucedido las negociaciones en el seno de los dos colegisladores europeos. 

El objetivo de la Comisión con su propuesta de Directiva era el de adoptar unas normas comunes para que los Estados miembros puedan fijar a nivel nacional un salario mínimo que garantice a sus ciudadanos unas condiciones de vida “dignas”. Para la Comisión, se trata de una iniciativa clave para la recuperación de la UE del COVID-19, mediante la cual esperan mejorar la equidad del mercado laboral, aumentar el empleo y la productividad, promover el progreso y la cohesión económica y social y ayudar a reducir las diferencias salariales entre hombres y mujeres.

Existe mucha controversia alrededor de esta iniciativa y el ejecutivo ha aclarado en numerosas ocasiones que no se trata del establecimiento de un salario mínimo uniforme o la armonización de sistemas de fijación de salarios, tras reticencias por parte de los países nórdicos, donde la fijación de salarios se organiza exclusivamente a través de la negociación colectiva. 

A nivel del Consejo, el pasado martes 7 de diciembre los Ministros de Trabajo adoptaron su texto final sobre la Directiva, después de muchos meses de negociaciones. En el Parlamento Europeo, el pasado 11 de noviembre se aprobó el texto en la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales, dos meses más tarde de lo previsto. 

Los más optimistas ven la primavera de 2022 como la fecha de adopción del texto definitivo. 
3.4. Brecha salarial de género: transparencia en la remuneración de hombres y mujeres

Unida a la iniciativa anterior, la Comisión pretendía presentar una Directiva en el último trimestre de 2020 que introdujera medidas vinculantes de transparencia salarial, aumentara la transparencia de los sistemas de remuneración y reforzara los mecanismos de ejecución. 

Finalmente, dicha propuesta de Directiva fue publicada el pasado 4 de marzo. Uno de los puntos principales es que la Directiva incide en los factores esenciales que contribuyen a la brecha retributiva hoy día, teniendo en cuenta también los efectos de la COVID-19, que agudiza las desigualdades de género y expone a las mujeres a un mayor riesgo de caer en la pobreza. Uno de estos factores es por supuesto la discapacidad, que es mencionada en un total de 5 ocasiones a lo largo del texto, manifestando la necesidad de prestar información a los trabajadores con discapacidad de forma accesible, así como reconociendo esta característica como una de las causas más habituales de discriminación en la Unión. 

La propuesta está siendo debatida en el Parlamento Europeo, que tiene previsto adoptarla el próximo 10 de febrero de 2022. El Consejo, por su parte, aprobó el pasado lunes (6 de diciembre) su posición al respecto. Una vez concluido el proceso legislativo ordinario, los Estados miembros dispondrán de dos años para incorporar la Directiva al ordenamiento jurídico nacional y comunicar los instrumentos pertinentes a la Comisión. Al cabo de ocho años, la Comisión llevará a cabo una evaluación de esta Directiva.
3.5. Acuerdos horizontales entre empresas – revisión de las normas de competencia de la UE

Esta iniciativa busca revisar los reglamentos de exención por categorías de la Comisión sobre acuerdos de I+D y de especialización y las directrices horizontales que los acompañan, a fin de dar a las empresas una orientación clara sobre los acuerdos de cooperación horizontal que pueden celebrar sin riesgo de infringir la normativa de competencia y simplificar la supervisión administrativa de los acuerdos de cooperación horizontal por parte de la Comisión, las autoridades nacionales de competencia y los tribunales nacionales.

La adopción por la Comisión no está prevista hasta el cuarto trimestre de 2022.
3.6. Sistema de identidad digital de la UE para las transacciones electrónicas en Europa

Esta propuesta de Reglamento tiene como objetivo revisar el Reglamento eIDAS de 2014, sobre transacciones electrónicas, haciéndolo extensivo al sector privado y promoviendo identidades de confianza para todos los europeos. 

Se está barajando la creación de un sistema de identidad digital de la UE (EUID), que hará que los servicios online sean más seguros y fáciles de utilizar en cualquier lugar de Europa y dará a las personas un mayor control sobre sus datos personales y su privacidad respetando al mismo tiempo el anonimato del usuario. En este sentido, es fundamental que la creación de esta herramienta sea accesible para las personas con discapacidad, a fin de prevenir la creación de nuevas barreras para su integración. 

En el Parlamento Europeo, los próximos debates en el comité responsable del dosier (ITRE) están previstos para abril de 2022. 
4. LEGISLACIÓN ADOPTADA
4.1. Presupuesto de la UE para 2022
El pasado 16 de noviembre, el Consejo y el Parlamento Europeo adoptaron un acuerdo sobre el presupuesto de la UE para 2022, que fija el total de compromisos en 169.500 millones de euros y el total de pagos en 170. 600 millones de euros. 

El presupuesto refleja claramente las principales prioridades de la UE: la recuperación económica, la lucha contra el cambio climático y las transiciones ecológica y digital. También deja recursos suficientes dentro de los límites máximos de gasto del marco financiero plurianual 2021-2027 para permitir a la UE reaccionar ante necesidades imprevistas.

El texto conjunto se adoptó el 23 de noviembre por el Consejo y el 26 de noviembre por el Parlamento Europeo, por lo que ya es definitivo.
4.2 Marco Temporal de Ayudas de Estado
El pasado 18 de noviembre, la Comisión Europea aprobó la prórroga del el Marco Temporal relativo a las ayudas estatales, que debía expirar el 31 de diciembre de 2021. Esto ha permitido a los Estados miembros prorrogar sus programas de apoyo y garantizar que las empresas aún afectadas por la crisis no queden excluidas repentinamente del apoyo necesario.

Con el fin de acelerar aún más la recuperación, la Comisión también ha decidido introducir dos nuevas medidas para crear incentivos directos a la inversión privada con visión de futuro y a las medidas de apoyo a la solvencia, por un período limitado adicional.

La prórroga implica que el marco actual esté en vigor hasta el 30 de junio de 2022. 
5. OTRAS INICIATIVAS RELEVANTES
5.1 Plan de Acción de Economía Social
La Comisión Europea presentó el 9 de diciembre su Plan de Acción de Economía Social. 

En la Comunicación "Una Europa social fuerte para unas transiciones justas", la Comisión anunció que en 2021 pondría en marcha un Plan de Acción de Economía Social con el fin de aumentar la inversión y la innovación sociales e impulsar el potencial de las empresas de economía social para crear puestos de trabajo, incluso para los más alejados del mercado laboral. 

De forma específica, el Plan: (i) reconoce que la economía social complementa los esfuerzos de los Estados Miembros para integrar a los jóvenes y a los grupos vulnerables, como las personas con discapacidad o los mayores; (ii) pone como ejemplo el caso de las personas con discapacidad, haciendo referencia al hecho de que la economía social ayuda a la empleabilidad de las personas con discapacidad y proporciona servicios esenciales que ayudan a que lleven una vida autónoma; y (iii) menciona que los emprendimientos sociales y la economía social pueden ser particularmente atractivos para los jóvenes y las personas con discapacidad, entre otros. Asimismo, el documento de trabajo hace referencia a la necesidad de impulsar la formación y el desarrollo tecnológico para fomentar la inclusión social, por ejemplo, de mayores o personas con discapacidad, siendo la economía social un modelo empresarial único a tal fin.
Por otra parte, existen numerosas menciones a la labor de la economía social en materia de contratación socialmente responsable, incluyendo un párrafo especialmente dedicado a ella (3.2):

· El Plan de Acción reconoce que el suministro de bienes y servicios a las autoridades públicas y a las empresas convencionales, así como la cooperación con las mismas, es fundamental para el desarrollo de la economía social, pues genera ingresos y permite la autosuficiencia financiera. Asimismo, enfatiza que, dado que la contratación pública representa el 14% del PIB europeo, constituya una herramienta política clave para apoyar el desarrollo de la economía social. 
· En este sentido, la Comisión se compromete a: (i) reforzar sus esfuerzos de sensibilización sobre cómo utilizar los procedimientos de contratación pública y de concesión para alcanzar los objetivos de política social, fomentando el intercambio de buenas prácticas e impulsando entre los funcionarios de contratación pública y las entidades de economía social dicho aprendizaje. Para ello, se organizarán talleres en los diferentes Estados miembros; (ii) lanzar en 2022 una nueva iniciativa en el marco del Programa de Mercado Único, que apoye la creación de asociaciones locales y regionales entre las entidades de la economía social y las empresas convencionales, permitiendo un mercado "buy social” entre empresas; y (iii) potenciar, en la medida de lo posible, el uso de cláusulas sociales en los procedimientos de licitación de la propia Comisión.
Madrid, a 31 de enero de 2022
Dpto. Relaciones Sociales e Internacionales
Dirección del Área de Alianzas, Relaciones Sociales e Internacionales
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